
SENTENCIA: Noventa y seis.
San Francisco, diecisiete de noviembre del año dos mil once. La Excma. Cámara de Trabajo de la Quinta Circunscripción Judicial con asiento en la ciudad de San Francisco, conformada en forma unipersonal por su vocal Cristián Requena, procede en audiencia pública, conforme da cuenta el acta labrada por separado, a dictar sentencia en estos autos caratulados “ACOSTA SALVADOR ANDRÉS C/ MUNICIPALIDAD DE BALNEARIA – DEMANDA LABORAL” (Expte. letra “A” Nº 12 - año 2011, Secretaría única), DE LOS QUE RESULTA: Relación sucinta de causa (art. 64 inc. 2º C.P.T.): 1. Que con fecha 23/10/09 comparece ante el Juzgado de Competencia Múltiple de Morteros, Salvador Andrés Acosta, D.N.I. 18.650.067, entablando demanda laboral en contra de la Municipalidad de Balnearia, con domicilio en Av. Florentino Ameghino 65 de la localidad de Balnearia, persiguiendo el cobro de la suma de $ 83.281,21 o lo que en más o en menos resulte de la prueba a rendirse en autos, con más intereses y costas, conforme el reclamo que efectúa de distintos rubros laborales. Sostiene que ingresó a trabajar en relación de dependencia jurídico laboral, con fecha 04/01/04, desarrollando en forma personal, habitual y continua tareas comprendidas dentro del grupo “Maestranza y servicios generales” categoría 8 de la ordenanza de escalafonamiento. Indica que su contrato no estuvo registrado y que sus tareas eran similares a los de planta permanente, consistentes en recolectar residuos, circulando parado en el estribo del camión recolector. Que se presentaba en el corralón municipal, donde el personal jerárquico le daba instrucciones. Refiere que su jornada era de domingos a jueves de 23:45 a 8:30 hs. Su mejor remuneración percibida fue de $ 600,00 por quincena, siendo que de acuerdo a la ordenanza municipal N° 1765/08 vigente desde el 01/12/08, debía ser de $ 1.339,21. A continuación se explaya sobre su condición de trabajador no registrado y lo relaciona con el fraude laboral. Indica que con fecha 21/09/09 remitió telegrama laboral -T.C.L.- intimando su registración en los términos de la ley 24.013. Que con fecha 24/09/09 se le contestó rechazándose la existencia de relación de dependencia, por lo que a través de T.C.L. del 28/09/09 se dio por despedido. Pondera jurídicamente sobre las condiciones de su contratación, indicando que su prestación de servicios constituyó una relación de empleo con tránsito en el derecho privado. Que trabajó ininterrumpidamente y por tiempo indeterminado, no habiendo existido nunca una designación de empleado público, ni incorporación a la planta permanente o no permanente, transformándose en un paria laboral. Cita fallos de la Corte Suprema. Afirma que la municipalidad, al contratarlo de manera clandestina, lo que constituye un fraude laboral, se ha apartado voluntariamente del régimen legal vigente, esto es, apelar al contrato o al trabajo transitorio, sin encubrir la relación. Agrega que los actos jurídicos celebrados por los organismos públicos deben adecuarse a los principios y normas del ordenamiento jurídico, en particular al principio de legalidad. Adita que la demandada, en uso de sus facultades discrecionales, puede decidir incorporar a un trabajador a los planteles de la administración o no, pero no puede pretender que la efectiva prestación de tareas durante más de cinco años, no genere obligaciones a su cargo.  Sostiene que al contratar de manera clandestina y abonarle remuneraciones, se ha configurado el “acto expreso” al que alude el art. 2° inc. a) L.C.T., y por consiguiente le resulta aplicable dicha normativa. Este es el fundamento jurídico en que se basa para reclamar el pago de las indemnizaciones y demás rubros laborales, sobre la base de la retribución prevista para el personal de maestranza. Cita fallos. Expresa que resulta irrazonable dejar sin protección alguna al trabajador que prestó servicios para la municipalidad en forma ininterrumpida durante más de cinco años, en funciones permanentes de la misma, bajo clandestinidad y con la intención fraudulenta de ocultar ese vínculo, sin encuadramiento en régimen jurídico alguno. Que en este cuadro de situación queda al margen de la estabilidad del empleado público y también de la protección contra el despido arbitrario, por lo que considera justo, prudente y razonable que se le apliquen las normas que reglamentan de forma menos intensa la protección contra el despido arbitrario y reconocerle las indemnizaciones similares a las que gozan los trabajadores privados. Cita doctrina. Plantea la inconstitucionalidad de la ley 9249. Formula planilla de rubros y montos. Cita el derecho y hace su Petitum. 2. Admitida la demanda se convoca a audiencia de conciliación, la que tiene lugar en los términos que da cuenta el acta de fs. 28. Comparece la actora acompañada de su patrocinante Dr. José María Bazán, y por la demandada lo hace Vicente Bernardo Costamagna en su carácter de intendente, acompañado de su letrado Dr. Oscar Rolle. No existiendo avenimiento, la actora ratifica la demanda en todos sus términos, solicitando que se haga lugar con más intereses y costas. La accionada a su turno solicita el rechazo de la pretensión con costas, por los fundamentos que expone en el memorial que se acompaña y agrega a fs. 25/26. 3. En éste, tras negar en forma genérica y luego puntual todos y cada uno de los hechos y afirmaciones de la demanda, brinda su propia versión de ellos, sosteniendo que el actor jamás ha trabajado bajo relación de dependencia jurídico laboral a las órdenes de la municipalidad. Afirma que fue contratado en forma esporádica a través de la modalidad de contrato de locación de servicios, como se realiza con otras personas de esa localidad, por períodos puntuales de tiempo, en forma discontinua y habiendo percibido la remuneración convenida. Que nunca existió designación en calidad de empleado público, ni fue personal permanente. Indica que en el año 2004 no fue contratado nunca. Afirma que el actor ejerce en forma abusiva los derechos que la ley les acuerda a los trabajadores y así, aprovechándose de eventuales contratos de servicios, que muchas veces se tiene en cuenta a las personas que no tienen un trabajo estable, hoy pretende configurar una relación laboral que nunca existió. Opone excepción de falta de acción, indicando nuevamente que se lo contrató a través de una locación de servicios en los términos del art. 1623 del Código Civil -C.C.- por tratarse de un servicio prestado por un período establecido de tiempo en horas en forma eventual esporádica y discontinua. Que ese contrato cesó el 07/09/09 por decisión de ambas partes. Opone plus petición inexcusable. Hace reserva del Caso Federal y formula su petitorio. 4. A fs. 36/37 ofrece prueba la actora: Testimonial; instrumental; documental; reconocimiento; informativa y exhibición. La demandada ofrece a fs. 265/266: Confesional; testimonial; presuncional; documental; reconocimiento; pericial contable e informativa. 5. Diligenciada la prueba de competencia del a quo, se elevaron los autos designándose la audiencia de vista de causa, la que se lleva a cabo en los términos del acta de fs. 396. Designada una continuación, se recepta conforme el acta de fs. 410. Clausurado el debate se informa que se pasa a estudio la causa y que la lectura de la sentencia se difería para el día de la fecha, quedando las partes notificadas. Examinado el caso, el Tribunal fijó para resolver:
Única cuestión: ¿Es procedente la demanda articulada por Salvador Andrés Acosta y qué pronunciamiento corresponde dictar?
A LA ÚNICA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CRISTIÁN REQUENA, dijo: A) Objeto de la demanda: Conforme ha quedado integrada la relación jurídico procesal en los términos que surgen de los escritos de demanda y contestación, reseñados en la relación de causa que antecede a la que por razones de brevedad me remito, surge que el pretensor reclama por la existencia de un contrato de trabajo regido por el derecho laboral común, aduciendo para ello que fue incorporado como “personal contratado” por más de cinco años, efectuando durante ese lapso tareas propias del personal permanente del municipio, cuales eran la recolección de residuos domiciliarios, laborando los mismos días y horarios que el resto del personal, pero percibiendo una remuneración inferior. Aduce que no se lo encuadró en ninguna de las categorías que contempla la ordenanza que establece el Estatuto del Empleado Público Municipal de Balnearia, aún para el personal no permanente, tratándoselo como un “paria laboral”. Que cuando intimó su registración laboral, se le rechazó la existencia de una relación de dependencia jurídica laboral, por lo que debió darse por despedido. Por su parte la accionada sostiene que contrató dentro del marco de la locación de servicios civiles (art. 1623 C.C.), al igual que se realiza con muchas otras personas de la localidad, pero en forma esporádica, por períodos puntuales de tiempo y en forma discontinua. Que nunca existió designación en calidad de empleado público, ni fue personal permanente. Que el actor ejerce en forma abusiva los derechos que la ley les acuerda a los trabajadores, ya que quiere aprovecharse de los eventuales contratos que se celebraron, pretendiendo configurar una relación laboral que nunca existió. Habiendo determinado el objeto de prueba, es decir los hechos controvertidos por las partes que fundamentan sus respectivas pretensiones, he de verificar de qué medios se han valido, para decidir a través de su análisis desde la sana crítica racional, a quién le asiste razón en derecho. B) Medios probatorios: B.1) Documental-Instrumental: a) Misivas postales: A fs. 308/311 Correo Argentino ha remitido copia autenticada de las misivas cursadas entre las partes. Así, por T.C.L. Nº 74667032 del 21/09/09, el demandante expresa: “Trabajando a vuestras órdenes bajo relación de dependencia […] desde el 04/01/04, en forma personal, habitual, continua e ininterrumpida, cumpliendo tareas consistentes en recolectar residuos […] en jornada laboral de domingos a jueves de 23:45 a 8:30 hs. percibiendo una remuneración mensual que durante el último año ascendió a $ 1.200,00 a razón de $ 600,00 por quincena, a cuenta de la remuneración devengada, sin percibir SAC ni vacaciones, EMPLÁZOLES para que en el término de 30 días de recibido el presente, procedan al registro de la relación laboral habida con el suscripto en los términos de la ley 24.013 […] INTIMOLES para que concretamente se expidan dentro del término perentorio de dos días hábiles si procederán a mi inscripción en los marcos legales vigentes, bajo apercibimiento de considerarme injuriado y en situación de despido indirecto por vtra. culpa […]”. Por T.C.L. N° 71042960 de igual fecha, se remite de idéntico tenor a la A.F.I.P. La demandada contesta a través de C.D. fechada el 24/09/09: “Rechazo […] Negamos relación de dependencia económica y jurídica en los términos por Ud. consignados. Negamos fecha de ingreso, tareas y horarios. Negamos fraude a la ley laboral (art. 14 LCT), la única relación que lo unió a Ud. con esta Municipalidad, fue una relación contractual (Locación de Servicios) en forma discontinua, encontrándose a la fecha vencida, por ende no presta Ud. servicio alguno en la actualidad, por lo que su reclamo es extemporáneo. Razón por la cual no existe de nuestra parte obligación alguna de registración. Negamos […]”. Con fecha 28/09/09 el pretensor remite T.C.L. N° 74494463: “Ratifico […] Niego que la relación laboral que nos uniera se haya desarrollado de manera discontinua. Niego que dicha relación se encuentre ‘vencida’. Atento en primer lugar vtro. rechazo al requerimiento fehaciente de registración laboral (art. 11 LNE) y en segundo lugar vtra. negativa maliciosa de la relación laboral que nos une, todo lo cual constituye una grave injuria que no consiente la prosecución del contrato de trabajo, hago efectivo mi apercibimiento y me considero en situación de despido indirecto por vtra. exclusiva culpa. Consecuentemente, EMPLÁZOLES […]”. La demandada a través de C.D. del 01/10/09 contesta dicho T.C.L. rechazando y negando el despido indirecto y los rubros reclamados. b) El pretensor ha acompañado también un certificado expedido por la Municipalidad de La Para, que acredita su participación en el “2° Encuentro de Selectores y Recolectores de Residuos”, realizado el 18/11/05. Este certificado ha sido impugnado a fs. 273. c) Documentación presentada por la demandada: c.1) Cuarenta (40) contratos de locación de servicios, a partir del 24/01/05, por distintos plazos. En todos los casos, los contratos expresan el plazo de su vigencia; en la mayoría se consigna que el actor presta servicios en “recolección de residuos de la localidad” y en otros, más cercanos en el tiempo, que presta servicios “tareas varias en corralón”. Se indica en cada caso el monto de dinero a percibir en forma mensual y la partida presupuestaria afectada a ese monto. b.2) Se acompaña también las correspondientes órdenes de pago al desarrollo de cada una de las contrataciones acompañadas, en las que figura como “personal contratado corralón”. Conforme el traslado corrido de toda esta documentación, y evacuado a fs. 270, tengo por reconocidos los contratos, aunque impugnados en cuanto a su contenido por “falsedad ideológica”. B.2) Exhibición de documentación: A fs. 275 tiene lugar la audiencia a los fines de la exhibición por parte de la demandada de: 1) Libro Especial del art. 52 L.C.T. 2) Planillas de horarios y descansos. 3) Recibos de haberes. 4) Legajo Personal. 5) Comprobantes de aportes jubilatorios y de obra social. 6) Constancia del ingreso de los fondos de la seguridad social y de la certificación de servicios y cese y certificado del art. 80 L.C.T. 7) Registro Permanente de horas suplementarias del art. 21 decreto 16.115/33. 8) Exámenes médicos preocupacional, periódico y de egreso. 9) Contrato con A.R.T. 10) Póliza de seguro de vida colectivo obligatorio. Comparece únicamente el letrado apoderado de la parte actora, quien ante la incomparecencia, solicita la aplicación de los apercibimientos de ley, arts. 55 L.C.T. y 39 C.P.T. B.3) Pericia contable: A fs. 320/325, presenta pericial la Cra. Patricia Rossini. En lo relevante, elabora un cuadro en función de los contratos de locación, en donde indica los períodos laborados, tarea realizada, montos percibidos y fecha de pago. Acompaña anexos. A fs. 355 la parte actora impugna formalmente la pericial. B.4) Informativa: a) A fs. 340 contesta el Registro Civil de la Municipalidad de Balnearia, remitiendo acta de nacimiento de Macarena del Milagro Acosta. b) A fs. 344 contesta la A.F.I.P., indicando que por el período enero de 2004 a octubre de 2009, el actor no registra aportes de ningún empleador. c) A fs. 345 contesta la A.N.SE.S., adjuntando historia previsional del actor, de la cual no surge que en el periodo solicitado se le hayan efectuado aportes. También indica cuáles son los requisitos a cumplimentar para la prestación por desempleo. d) A fs. 358 contesta la Municipalidad de La Para, indicando que con fecha 18/11/05 se realizó una jornada de capacitación denominado “Segundo Encuentro de Selectores y Recolectores de Residuos”, habiendo participado el actor y reconociendo la validez del certificado.  e) A fs. 382 contesta la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba. Indica que el actor no tributa aportes ni recibe beneficio previsional alguno. B.5) Confesional: El actor absolvió posiciones a tenor del pliego agregado a fs. 395. Tengo por reconocido: Que la municipalidad le abonaba con cheques (posición 1ª), aclarando que era por quincena. Que el único servicio que hizo fue recolectar basura (pos. 13ª). Que el 07/09/09 se extinguió la relación con la municipalidad (pos. 14ª). No reconoció: Que firmó contratos de locación de servicios (pos. 1ª). Que hubiera años en que no trabajara para la municipalidad (pos. 4ª), aclarando que su trabajo fue continuo, habiendo ingresado en enero de 2004 y hasta 2009.  Que durante 2004 no hubiese trabajado (pos. 5ª), indicando que sí lo hizo. Que durante 2005 haya trabajado 15 días (pos. 6ª), aclarando que su prestación fue continua. Que durante 2007 y 2008 no haya trabajado (pos. 7ª). Que no vivía de lo que cobraba en la municipalidad (pos. 10ª), aclarando que sí, porque laboraba solamente allí, desde la 0 hora hasta las 8:00 hs. Que fue a pedir changas a la municipalidad (pos. 12ª). Las posiciones N° 3ª, 8ª, 9ª, 11ª, se renunciaron. B.6) Testifical: 1) José Alejandro Mugni. Admitió tener juicio laboral en contra de la demandada. Trabajó del 01/12/07 hasta el 15/08/09, haciendo vigilancia y guardia en el pueblo, dentro del programa “Guardia Urbana”, desde las 22:00 a las 6:00 hs. Indicó que al actor lo conoce como vecino y porque trabajaba en el camión de recolección de residuos. Preguntado, dijo que lo veía siempre laborando por la noche, hasta las 7:00 o 7:30 hs., cinco días a la semana. Explicó que lo ha visto hasta esas horas porque él (testigo) cuando termina la vigilancia, trabajaba como albañil en distintas obras. Preguntado, dijo que él no firmó contrato ni estaba nombrado; cobraba en la municipalidad, por mes, y no le daban vacaciones ni pagaban aguinaldos. Desconoce si después que él dejó, el actor continuó trabajando. Manifestó que lo acompañaban en el camión de la basura: Walter Ríos, Chávez, y Raúl Vegas conducía. Señaló que como guardia urbano iba por las calles haciendo la vigilancia y por eso todas las noches veía el camión de la basura. Agregó que durante el día, a veces lo ha visto al actor haciendo changas de albañil. 2) Raúl Alberto Lescano. Es empleado municipal desde 1985 y actualmente está con licencia gremial porque es Secretario Gremial del Sindicato Municipal del Este. Se desempeñó siempre como chofer del camión de recolección de residuos de Balnearia, habiendo sido reemplazado a partir del 13/04/09 en que está de licencia gremial, por Raúl Vegas. Indicó que el actor era un recolector de basura que él llevaba en el camión, junto a otros 3 o 4, dependiendo del día. Que eran siempre los mismos y trabajaban a partir de la hora 0 y hasta terminar, es decir, hasta las 7:00, 8:00 o incluso 9:00 hs. Que la recolección se realizaba de lunes a viernes: lunes, miércoles y viernes se hacía en forma completa en todo el pueblo y martes y jueves sólo por las calles asfaltadas, por eso esos días se necesitaba menos personal. El actor se turnaba los días y los que tenía francos en la recolección, iba al corralón, en horario diurno y allí le asignaban otro tipo de tareas, como alzar yuyos, escombros, barrido de calles, etc. Relató que el actor trabajó unos 3 años con él, más o menos desde 2006; que antes no hacía tareas con él, sino que cuando se lo asignan, venía de hacer tareas varias. Sabe, porque se lo dijo el propio Acosta, que no era permanente ni contratado, sino que cobraba por planilla, quincenalmente. Aclaró que él le llama contratado a aquél que cobra con recibo de sueldo y tiene aportes, pero no es permanente. Preguntado, dijo que su remuneración (del testigo) se compone de un básico (que en la actualidad es de alrededor de $ 1.100,00) con más la antigüedad y un adicional por tarea insalubre. Preguntado, dijo que conoce al testigo anterior, que era guardia urbano, lo veía recorriendo el pueblo en bicicleta de noche. 3) Liliana Beatriz Monteverdi. Trabaja en tesorería de la municipalidad desde 1983 y les paga a los empleados de planta permanente y contratados. Preguntada por cuántos contratados había, no supo dar precisiones, indicando que eran muchos. Desconoce desde cuándo empezó el actor, pero indicó que no iba todas las quincenas a cobrar. Que los contratos están archivados en Tesorería. Que el actor era contratado cuando se necesitaba gente en el corralón. Desconoce qué tipo de trabajo hacía. 4) Víctor Hugo Gómez. Dijo ser amigo del intendente. Ingresó hace 14 años y es el encargado en el corralón de la limpieza. Al actor lo ha tenido bajo sus directivas y hacía la recolección de residuos, barrido de calles, limpieza de alcantarillas y de cordón cuneta, cuando llueve. Manifestó que no estaba permanente y que en el año 2006 ya hacía estas tareas. Preguntado, dijo que lo ha visto en el pueblo trabajando con un señor Broda, que se dedica a hacer pozos. Que el testigo Mugni era peón albañil, desconociendo si era guardia o vigía urbano. Preguntado, dijo que la recolección de residuos se hacía lunes, miércoles y viernes desde la hora 0 y hasta terminar y los martes y jueves desde las 3:00 hasta las 7:00 hs. El barrido de calles se hacía todos los días. Hasta aquí la prueba. C) Respuesta jurisdiccional: C.1) El reclamo efectuado por el pretensor se inscribe en el problemático y delicado tema que se conoce, en el argot de los operadores del derecho, como el de los “contratados de la administración pública”. Problemático porque atraviesa transversalmente a toda la administración pública: nacional, provincial y municipal. Delicado, porque la respuesta estatal (o sea, desde las diversas funciones del Poder: Legislativo, Ejecutivo y Judicial) resulta altamente insatisfactoria y ha puesto al desnudo, desde el advenimiento del eón democrático en las últimas décadas, una intrincada trama que va, desde la necesidad auténtica de paliar el alto desempleo y por ende dar respuesta -sobre todo en los municipios- a este flagelo social, hasta la ventaja que se intenta sacar de esta situación en lo que se ha dado en llamar el “clientelismo político”, que ya sea para saldar deudas con militantes de partidos, o bien como una forma de captar voluntades a través de la dación de trabajo, se ha extendido como práctica invariable de todos los signos políticos que gobiernan. Lo cierto es que hasta el presente pululan reclamos judiciales que buscan algún tipo de reparación en los distintos fueros, sobre todo cuando existe un cambio de signo político en el municipio o provincia. Y, desde el rol que le toca a la Justicia, las respuestas son variadas, fundamentalmente por la falta de un criterio claro ordenador de la trama legal implicada, la cual es amplia porque muchas son las situaciones que se presentan, cada una con su modalidad y encuadre jurídico diferencial. Es decir: no existe una única calidad de “contratados de la administración pública”, sino varias, que van desde los que cumplen alguna función a través de los genéricamente llamados “planes sociales” (nacionales, provinciales y municipales), hasta los que son incorporados bajo alguna modalidad estatutaria pública, pasando por los que, como en el caso de autos, directamente son contratados a través del derecho común. C.2) En el caso de autos, si bien la cuestión competencial en razón de la materia no ha sido abordada por las partes, no está de más indicar -dado su carácter de orden público- que por el propio proceder de la demandada, quien ha recurrido a la utilización de contratos de locación de servicios de los previstos por el art. 1623 del C.C., se ha producido el supuesto de autoexclusión de la jurisdicción contencioso administrativa para entender en tales circunstancias (arg. art. 2° inc. c, ley 7182: “No corresponde la vía contencioso-administrativa: […] A cuestiones que deban resolverse aplicando exclusivamente normas de derecho privado o del trabajo […]”); lo cual torna procedente la competencia laboral por, al menos dos razones: una, la denuncia de fraude laboral en la contratación del pretensor que se efectúa en la demanda, en donde se reclama el amparo del R.C.T., razón por la cual se torna operativo lo dispuesto por el art. 5° del C.P.C. en tanto establece que la competencia se determina por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda, y no por las defensas opuestas por el demandado; y la otra, directamente vinculada, por el carácter social amplio de su regulación, en virtud de lo dispuesto por el art. 1° del C.P.T. (“Los tribunales del trabajo conocerán: 1°) En los conflictos jurídicos individuales derivados de la relación o contrato de trabajo, cualquiera fuere el fundamento jurídico que se invoque […]”). Sustentar lo contrario llevaría a un amplio colectivo de ciudadanos que son contratados de diversas formas por la administración pública, pero sin que revistan el carácter propiamente dicho de empleados públicos (lo cual constituye un hecho notorio porque forma parte de los reclamos cotidianos que registran desde hace muchos años los medios de comunicación, y que se agudiza sobre todo en los meses de fin de año, ya que se efectúan protestas gremiales que buscan pasar a “planta permanente” a los precarizados por la contratación informal), a que carezcan de un ámbito jurisdiccional donde puedan ejercer el derecho constitucional de peticionar a las autoridades por lo que consideran sus derechos y garantías vulnerados (arg. art. 14 C.N.). Y por cierto ello no se condice con la misión que nuestras Cartas Magnas -nacional, y provincial- tienen asignada para el Poder Judicial, razón por la cual éste no puede cohonestar situaciones semejantes. Importante doctrina autoral vernácula especializada, lo refleja así: “Por su lado la jurisprudencia -también conforme hemos visto- ha sido sumamente refractaria a admitir la competencia laboral para dirimir conflictos con dependientes del Estado, o aplicar en ese ámbito, por vía analógica o supletoria, normas o principios propios del derecho del Trabajo. Excepción a esto, como se ha visto también, lo constituye el caso de los denominados ‘contratados’ en fraude a la ley, ámbito en el que el fuero laboral ha abierto puertas para aplicar normas y principios extraídos del derecho del trabajo, a fin de evitar la grosera injusticia por la que estos dependientes -verdaderos parias del sistema- se vieran privados de la estabilidad -atributo de los agentes de ‘planta permanente’, pero también de la indemnización de la que goza el trabajador privado. Sin embargo no puede soslayarse que la admisibilidad de la competencia laboral en estos casos, hace eje en el hecho de haber el Estado obrado en fraude a la ley, y sin que exista -en general- en la normativa aplicable, previsión indemnizatoria alguna, lo que coloca a la situación en el campo de la denegatoria de justicia” (ZUNINO, Rodolfo ‘La laboralización del contrato de empleo público’, Revista Catorce bis, N° 41, Córdoba, abril/septiembre 2008, p. 12)”. Independientemente entonces de la suerte del presente reclamo, es el fuero del trabajo en función del fraude laboral en sentido amplio que se denuncia, el que debe intervenir en su conocimiento y resolución (arg. art. 6° C.P.T.). Es, por otra parte y a contrario sensu, lo sostenido por el Excmo. T.S.J., en tanto se trate de contratados que ingresan dentro de alguna de las categorías que prevén los estatutos de empleados públicos (provincial o municipales), los cuales, invariablemente, no sólo contemplan al trabajador permanente, el que ha sido designado en la planta permanente de empleados y por ende goza del derecho a la estabilidad, sino que también lo hacen con aquellos que no gozan de ella pero igualmente quedan atrapados por la normativa pública, como son los genéricamente denominados “contratados” y en donde habitualmente se utiliza la designación de “personal transitorio, de gabinete, jornalizado, etc.”, para referirse a aquellos que celebran un contrato a tiempo determinado y que por ello no gozan de estabilidad, pero sí de los demás derechos: cobran un sueldo que se encuentra escalafonado, perciben adicionales remunerativos y no remunerativos, se les efectúan aportes jubilatorios y gozan de obra social (ambas prestaciones brindadas por el Estado provincial), así como se les conceden vacaciones, aguinaldos, licencias de distinto tipo, etc. No hay duda que en estos casos se trata de un contrato de empleo público bajo alguna de esas modalidades, y al respecto se ha indicado: “Es competente el fuero contencioso administrativo para atender las cuestiones derivadas de contrato de empleo público, sea en planta permanente o como contratado, toda vez que dicha relación se enmarca en un típico contrato administrativo regulado por el Derecho Público y no por la L.C.T. […]” (Sala Laboral, sentencia N° 60 del 08/08/06, ‘Jaraba Daniel E. c/ D.P.V.’). Doctrina judicial recientemente ratificada (‘Quinteros Pedro c/ D.P.V. y otro’, sentencia N° 46 del 11/05/11). En suma, para los casos de autoexclusión del derecho público, como se advierte en la conducta desplegada por la demandada, Municipalidad de Balnearia, al elegir utilizar contratos que escapan a la regulación que prevé la ordenanza que instituye el Estatuto del Empleado Municipal, y por ende su voluntaria incursión en el ámbito del derecho privado, se encuentra habilitada la competencia material del fuero laboral, independientemente de la procedencia o no del reclamo tal como se encuentra planteado, cuestión que se pasa a analizar. C.3) No es materia de controversia en la causa que el pretensor prestara tareas como recolector de residuos domiciliario, ya que ello surge de los propios contratos acompañados por la accionada. De cualquier manera también ha quedado demostrado, por esos mismos contratos y lo relatado por los testigos Lescano, Monteverdi y sobre todo Gómez, que efectuaba “tareas varias” en el corralón municipal. Un contrato de locación de servicios es la demostración directa e inmediata de que existió una prestación de tareas en situación de subordinación, ya que así surge de sus propios términos, conforme los que obran acompañados a autos: “[…] CUARTO: El locador se obliga a cumplir las instrucciones que reciba de la Municipalidad y a prestar el servicio conforme a lo establecido en la cláusula primera, no pudiendo realizarlo por terceras personas […]”. Como se advierte, la facultad de dirección y el carácter intuitu personae, están claramente establecidos, siendo ambas notas definitorias del contrato de trabajo. Pero además, surge prístino que el actor no es un profesional, ni siquiera un idóneo -en nada que al menos se haya invocado o acreditado-, ni profesa un arte u oficio que justifique que se recurra temporalmente a la contratación de sus tareas para una obra o servicio determinado, de naturaleza especial, con breve duración en el tiempo. Tan es así en el caso de autos, que el propio actor ha acreditado que hasta para el cumplimiento de las tareas para las que fue designado, esto es, las de recolector de residuos, debió aprenderlas e incluso capacitarse, como da cuenta el diploma o certificado acompañado y validado por la informativa de la municipalidad descripta supra. En algunas variantes que suelen utilizarse dentro del fraude contractual que se instrumenta (simulación), a quienes prestan este tipo de tareas, se los hace inscribir como monotributistas, y como tales extender recibos. Aquí, ni siquiera eso. Simplemente se utilizaron sucesivos contratos para dar algún tipo de formalidad al pago mensual por la tarea cumplida, o sea, para justificar el egreso dinerario. C.4) Ingresando de lleno en el meollo de la cuestión a dilucidar en esta causa, lo primero que se advierte es que las tareas que cumplimentó el actor son aquellas destinadas a satisfacer necesidades propias, permanentes, continuas y habituales de la administración. En efecto, la recolección de residuos es una actividad básica, esencial, propia de cualquier municipio o comuna. Lo propio sucede con el barrido de calles y limpieza del cordón cuneta, tal como indicó Gómez. La experiencia indica que la mayoría de los municipios la presta en forma directa, con sus propios medios: camiones propios, personal propio. En los que son de mayor tamaño, y por ende con un ejido urbano extenso, suele recurrirse a una tercerización del servicio. Pero lo indiscutible es que corresponde a la esfera de las actividades esenciales (verdadero servicio público) que deben prestarse a la comunidad. De allí que lo normal sería que los trabajadores afectados a tal tipo de prestación, pertenezcan a la planta permanente. O cuanto menos, que queden atrapados por el Estatuto del Empleado Municipal, que como indiqué más arriba, invariablemente contempla la posibilidad de contratar en forma transitoria y si bien no otorga derecho a la estabilidad -el más precipuo-, al menos ampara con una cobertura mínima. De la testifical recogida, sin dudas que la más relevante es la prestada por Lescano. Este trabajador pertenece a la planta permanente desde 1985 y a la época en que prestó tareas el actor, era el chofer del camión recolector de basura. Así, confirmó que el horario de trabajo se extendía desde la hora 0 hasta terminar, lo cual podía suceder a las 7:00, 8:00 o incluso 9:00 hs. Que trabajaba todos los días, turnándose, y cuando tenía franco en recolección, laboraba durante el día en otras tareas que le asignaban en el corralón, habiéndolo visto el testigo juntando yuyos o barriendo calles. Indicó que el actor trabajó con él desde el año 2006 pero dijo tener  conocimiento que antes de esa fecha hacía otro tipo de tareas varias. Esto es ratificado por Gómez. Pues bien, en lo que respecta a la fecha de ingreso del pretensor, considero que no ha demostrado la que sostiene en su demanda (04/01/04), ya que ninguno de los testigos lo vio laborar antes de 2006. No obstante, la pericia contable da cuenta de que para el 24/01/05 ya trabajaba, por lo que voy a tener por cierta esa fecha. Es que la afirmación de la accionada en el sentido que hubo años que no trabajó, como 2007 y 2008, no ha sido demostrada, ya que no puedo considerar como un medio cierto de prueba únicamente a los contratos acompañados, desde que al no existir ninguna formalidad a su respecto, es decir, al no constar registrados en ninguna documentación independiente que haya sido motivo de exhibición o peritación, no hacen prueba por sí mismos. Es obvio que no puede depender la determinación de la extensión de la contratación al sólo hecho de que la demandada acompañe los contratos que desee: ¿cómo saber cuántos contratos se celebraron con el actor realmente? Advierto además que la perito oficial se remitió a dichos contratos para elaborar sus respuestas, dado que fue lo único de lo cual se le proveyó, por parte de la propia demandada. Frente a ello se oponen las testimoniales. Lescano fue terminante al indicar que desde 2006 en que comenzó a laborar con él, y hasta el 13/04/09 en que el testigo dejó de trabajar por obtener licencia gremial, el actor laboró ininterrumpidamente. Mugni, que empezó a laborar el 01/12/07 y hasta el 15/08/09, también afirmó haberlo visto durante esos 18 meses, dado que él hacía recorridas nocturnas por el pueblo como vigía urbano, en distintas zonas, oportunidad en que lo veía en el camión de recolección. Monteverdi, pese a la cantidad de años que se desempeña en contaduría, dedicándose a pagar a los empleados, no pudo dar precisiones de cuántos contratados había, limitándose a generalizar con que eran “muchos”, lo cual resulta inadmisible por el tipo de función que desempeña. Desconocía también qué tipo de trabajo desempeñaba el actor. No obstante, rescato que manifestó que éste “no iba todas las quincenas a cobrar”, ya que ello es muy distinto a aseverar que había años completos que no trabajaba, tal como lo afirma la demandada. Ciertamente, colijo como más creíble que la encargada de pagar pueda recordar que alguna quincena no iba a cobrar, que la pretensión de la accionada de que hubo años enteros que no los trabajó, ya que si hubiera sido así, esta testigo lo hubiera recordado con más facilidad -y credibilidad-.  Gómez, que es el encargado del corralón y ha tenido bajo sus directivas a Acosta, si bien dijo que no trabajaba años completos, a su vez indicó que en 2006 y 2007 sí lo hacía, lo que contradice la afirmación de la demandada de que en 2007 no trabajó en todo el año; al tiempo que es incompleta, ya que la pericial, basada en los contratos acompañados, arroja que laboró dos quincenas a comienzos de 2005 y otras dos en diciembre de ese año. En suma, cuando la informalidad pretende ser utilizada en contra de la persona que presta su fuerza de trabajo a favor de una entidad pública como es esta demandada, no puede admitirse livianamente que por el sólo hecho de presentar los contratos que más conviene, se lo perjudique. Como indiqué, considero que debe prevalecer el principio de primacía de la realidad, el cual surge de los dichos coincidentes de los testigos, y ante la falta de una prueba cierta, confiable, surgida de las propias constancias documentales en poder de la demandada, que debieron ser suministradas en oportunidad de la pericia contable, determino que en definitiva laboró ininterrumpidamente desde el 24/01/05, haciendo tareas de recolección de residuos domiciliarios y otras varias en el corralón, tales como barrido de calles, limpieza de alcantarillas, recolección de yuyos, etc. Y en orden a la fecha de finalización, he de tomar la del 07/09/09 que es la que arroja la pericial y la que admitió el actor en su absolución (pos. 14ª). C.5) Conforme puede apreciarse claramente, si nos remitiéramos únicamente al derecho privado laboral, la verdadera naturaleza de la relación que unió a las partes es de carácter laboral. Es que al encontrarse presente todas las notas tipificantes de un contrato de trabajo (triple dependencia: jurídica, económica y técnica; ajenidad en el riesgo; supeditación a un orden jerárquico con facultades de dirección, etc.), se determinaría fácilmente que se trataba de un empleado permanente, con prestaciones de tareas continuas. En un caso que guarda alguna semejanza con el presente (‘Ibarra Lilia c/ Municipalidad de San Francisco’, sentencia N° 17 del 21/04/09), he manifestado: “La pretensora reclama por la existencia de una relación de dependencia jurídico laboral que ingresa en las previsiones del R.C.T. Considero que de la forma en que está planteada la pretensión no es posible salvar el impedimento que impone el art. 2° inc. a) de dicho régimen de exclusión a los fines de la incorporación en el mismo, desde que no se ha acreditado la existencia del ‘acto expreso’ de inclusión que ella exige, ya que la prestación de tareas en definitiva transitó en la más absoluta informalidad y voluntarismo de los administradores del ente público de aquél momento que se terminaron beneficiando políticamente con esa prestación. Ahora bien, como he indicado, esa deliberada informalidad no puede favorecer a la demandada en desmedro de la trabajadora. Y si bien no es posible la incorporación lisa y llana al R.C.T., ello no significa que el actuar ilegal quede en la impunidad. Es que el art. 14 bis de la C.N. pergeña un sistema de protección al ser humano que trabaja en forma subordinada, consagrando derechos, garantías y principios para tal cometido. Así, la protección de la remuneración y contra el despido arbitrario no quedan en derechos meramente programáticos sino que ante la falta de una normativa expresa que incluya como en este caso a aquellos que no pueden ingresar en un determinado régimen, se debe instrumentar de alguna forma. Es el mandato impuesto por diversos instrumentos internacionales, tal como el Pacto de San José de Costa Rica (ley 23.054), que en su art. 2 impone el deber de adoptar disposiciones de derecho interno para posibilitar el ejercicio de los derechos, con arreglo a los procedimientos constitucionales, trátese de medidas legislativas o de otro carácter. Pues bien, la presente sentencia, dictada en uso de las atribuciones que me asisten como juez designado conforme a las previsiones constitucionales, ingresa en las medidas ‘de otro carácter’ que prevé dicho instrumento que posee jerarquía constitucional (arg. art. 75 inc. 22, C.N.). Se trata de hacer viable los derechos y garantías indicados que asisten a todo trabajador y a cuyo fin acuden además principios generales del derecho y propios del derecho del trabajo, como la Justicia Social, la Equidad y la Buena Fe. C.8) Así, considero que en función de la manda constitucional de proteger en contra del despido arbitrario, recurriendo a una aplicación analógica (arg. art. 16, C. Civil), la indemnización que se pretende con fundamento en el art. 245 constituye un sistema que contempla adecuadamente los daños producidos por un rompimiento ad nutum e intempestivo del contrato. Ha indicado en ese orden la Corte Suprema: ‘[…] el hecho de tratarse de un vínculo de empleo público no altera la naturaleza de la prestación, que siempre será la de retribuir servicios prestados, tanto en ese ámbito como en el del derecho privado; si, como se dijo, la indemnización a favor del obrero tiene contenido alimentario, no hay motivo que justifique asignarle un distinto contenido cuando es el Estado quien debe pagarla a un empleado u obrero suyo ilegítimamente despedido. La igualdad ante la ley exige que se reconozca paridad de derechos a todos aquellos cuya situación en los hechos sea semejante (art. 16 de la Constitución Nacional)’ (‘Valdez José c/ Gobierno nacional s/reincorporación’, Fallos: 295:938). Destaco que es en esa inteligencia que ante situaciones parecidas a la tratada, la ley 7323 (Estatuto para el Personal de la Administración Pública Provincial de Córdoba) incorporó en el año 2005 a través de la modificación introducida por la ley 9249 al art. 40, a efectos de contemplar la situación de los ‘contratados’ y ‘transitorios’, un sistema parangonable, aunque optó por tomar para el cálculo media remuneración en vez de una completa, pero respetando el parámetro de la antigüedad como medida. No me parece justo que se tome una remuneración reducida, porque en el Derecho del Trabajo sólo se aplica ante situaciones de excepción, como cuando se debe reparar ante la muerte del trabajador o del empleador, o por falta o disminución de trabajo, fuerza mayor, etc., contemplaciones totalmente ajenas a situaciones como las de autos, por lo que opto por un sistema análogo al establecido por la norma del art. 245 del R.C.T. […]” (énfasis agregado). C.6) Como corolario, no puedo dejar de mencionar la similitud que existe entre el caso de autos y el resuelto por nuestra Excma. Corte Suprema, en fallo posterior a “Ibarra”, y que a mi juicio viene a confirmar, por la analogía entre los casos, lo acertado de haberle acordado a la pretensora una reparación frente al despido arbitrario. Me refiero al pronunciamiento de fecha 06/04/10 en ‘Ramos José Luis c/ Estado Nacional (Min. de Defensa – A.R.A.) s/ indemnización por despido’, en el cual, entre otras consideraciones, estableció el máximo Tribunal nacional, que le reconocía razón a la demandante en requerir protección contra el despido arbitrario, pues el vínculo laboral que mantuvo con el Estado Nacional fue por un lapso de 21 años, siendo que válidamente no podía exceder los 5 años, conforme la propia normativa en que estaba encuadrado (Decreto 4831/73).  Concretamente: “[…] 5°) Que este conjunto de circunstancias fácticas, unido a la violación de las normas que limitan la posibilidad de renovación del contrato a un máximo de cinco años, permiten concluir que la demandada utilizó figuras jurídicas autorizadas legalmente para casos excepcionales, con una evidente desviación de poder que tuvo como objetivo encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un contrato por tiempo determinado. 6°) Que, en tales condiciones, el comportamiento del Estado Nacional tuvo aptitud para generar en Ramos una legítima expectativa de permanencia laboral que merece la protección que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional otorga al trabajador contra el ‘despido arbitrario’. Por ese motivo, cabe concluir que la demandada ha incurrido en una conducta ilegítima, que genera su responsabilidad frente al actor y justifica la procedencia del reclamo indemnizatorio. 7º) Que no obsta a lo expuesto lo sostenido por esta Corte en el precedente ‘Gil’, según el cual el voluntario sometimiento a un régimen, sin reservas expresas, comporta un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su impugnación ulterior (Fallos: 312:245). Esto es así, porque en el caso la procedencia de la demanda no se funda primordialmente en el cuestionamiento del régimen aprobado por el decreto 4381/73, sino en el incumplimiento de los límites temporales en él establecidos y la consiguiente obligación de responder que cabe al trasgresor, en el caso, el Estado Nacional. 8°) Que, por otra parte, la solución propuesta no significa que el mero transcurso del tiempo haya modificado la situación irregular del actor, que tiene derecho a la reparación de los perjuicios derivados del obrar ilícito de la demandada […]” (énfasis agregado). C.7) En resumidas cuentas: la situación fáctica acreditada, devela que efectivamente la contratación de Acosta fue fraudulenta, ya que por el tipo de tareas que se le hizo efectuar perfectamente podría habérselo contratado bajo alguna de las modalidades que prevé la ordenanza que instituye el Estatuto del Empleado Municipal de Balnearia. O bien contratar expresamente con inclusión en la L.C.T. El fraude surge de utilizar una figura contractual (locación de servicios) para con una persona que no es profesional, ni profesa arte o es idóneo en particulares tareas que realmente requieran de ese tipo de contratación. Es muy elemental la tarea de recolección de residuos o barrido de calles o de limpieza de alcantarillas, o similares, como para justificar que se salga del marco tutelar mínimo que otorga el Estatuto del Empleado Municipal o bien del derecho laboral común. No es admisible una violación a la dignidad humana a través de esta ficción, con el sólo fin de aprovechar la fuerza de trabajo de una persona en abierta desigualdad con sus pares que cumplen similar tarea en el mismo municipio, sin proveerle de ninguna tutela y vulnerando su legítima expectativa de continuidad, que responde a aspiraciones ni más ni menos que básicamente alimentarias. Es por ello que, como en el pasaje transcripto del caso “Ibarra”, debe otorgarse una protección contra el despido arbitrario, conforme los fundamentos dados. C.8) Ingresando en los reclamos concretos, y bajo la reiterada aclaración que no se hace aplicación más que analógica de algunos institutos propios del derecho laboral común, sin que esto signifique que se incluya en el R.C.T. al pretensor, he de pasar a determinarlos. En lo que corresponda, haré uso de expedirme extra petita, conforme me autoriza el ordenamiento procesal (art. 63 in fine ley 7987). 1. Diferencia de haberes: Denuncia el pretensor que efectuó tareas que eran de idéntica naturaleza a las realizadas por los empleados de planta permanente del municipio, pero que sin embargo se le abonaba una remuneración arbitraria, inferior. Ha quedado demostrado en autos que efectivamente el actor laboraba en las tareas de recolección de residuos y otras propias del corralón y que desempeñan los empleados de planta permanente o no, pero que se encuentran bajo el amparo del Estatuto del Empleado Municipal y por lo tanto del régimen escalafonario y de las ordenanzas que fijan las retribuciones; también ha quedado demostrado que laboraba una jornada que se extendía por 7, 8 o 9 hs., todas nocturnas. En planilla el pretensor denuncia los montos percibidos mensualmente y lo que debió percibir conforme la categoría 8 del grupo maestranza, según una remuneración conformada contemplando un básico con más los ítems de puntualidad, asistencia y refrigerio, y en función de ello establece las diferencias que se le adeudan. Ciertamente, el principio constitucional de “igual remuneración por igual tarea” que sienta el art. 14 bis, así como fundamentalmente por considerar que no corresponde en manera alguna un trato discriminatorio peyorativo hacia quien trabaja en paridad de condiciones, debe hacerse lugar  a lo peticionado. La accionada no se ha preocupado en demostrar que no fuera esa la remuneración que corresponde a la categoría indicada, por lo que la considero válida. Así, para el periodo que corre entre septiembre de 2007 y diciembre de 2008 inclusive, lapsos en los que se afirmaba por la demanda que no laboró y por eso no se acompañaron contratos, pero que ha quedado probado que sí los trabajó, he de tomar los montos consignados en la planilla, tanto en lo que refiere a la remuneración devengada como a la percibida, lo cual arroja una diferencia total de $ 7.178,35. A partir de allí y conforme la pericia contable, en enero/09 percibió $ 1.040,00 lo cual arroja para ese mes una diferencia de $ 299,21. En febrero/09 percibió $ 1.080,00 lo que da una diferencia de $ 259,21. En marzo/09 percibió $ 1.200,00 lo que da una diferencia de $ 139,21. En abril/09 percibió $ 1.180,00 lo que da una diferencia de $ 159,21. En mayo/09 percibió $ 1.260,00 lo que da una diferencia de $ 79,21. En junio/09 percibió $ 1.380,00 con lo cual ese mes no existen diferencias. En julio/09 percibió $ 1.310,00 siendo la diferencia de $ 29,21. En agosto/09 percibió $ 1.200,00 lo que da una diferencia de $ 139,21. El monto por este lapso asciende a $ 1.025,26 y el monto total por el cual se hace lugar a este reclamo asciende a la suma de $ 8.203,61. 2. Indemnización por despido: Atento lo indicado, he de tomar la remuneración de la mentada categoría, de $ 1.339,21 y considerar la antigüedad real en el desempeño de tareas, la cual como se ha visto ha sido de poco más de 4 años y 8 meses, y siguiendo los lineamientos similares a la norma del art. 245 del R.C.T., multiplicar ese monto por cada año de servicio o fracción mayor de tres meses; es decir, en este caso, por 5. El cálculo arroja la suma de $ 6.696,05 que es lo que se manda a pagar. 3. Indemnización sustitutiva de preaviso: Se ha demostrado que existió un rompimiento del vínculo intempestivo, ya que pese a que la accionada sostiene lo contrario, ni siquiera se ha acreditado una comunicación por escrito, independiente de la que surge del contrato de locación de servicios que se iba renovando. Y por cierto, esta comunicación se imponía como un acto de buena fe, desde que se mantenía laborando al pretensor sin ninguna claridad jurídica, en total desconocimiento de a qué bebía atenerse, y con la indicada legítima expectativa de perdurabilidad en su puesto, dado el carácter de las tareas normales, habituales y permanentes que se le hacía hacer. Por su naturaleza el preaviso conforma no sólo los contratos laborales, sino también los comerciales y de otras índoles, ya que no es admisible una actuación sorpresiva para con la otra parte de un vínculo jurídico, desde que ello atenta contra el respeto mínimo que impone la regla de conducta de buena fe y que el derecho exige no sólo para las vinculaciones laborales, sino para todo tipo de comportamiento, desde que también constituye un principio general del derecho. Por consiguiente, y por entender que la omisión de preaviso forma parte indisoluble de la indemnización que prevé un resarcimiento en función del rompimiento ante tempus, debe hacerse lugar al mismo en forma análoga a la contemplada por el art.  232 del R.C.T. y dada la referida antigüedad laboral, se deben liquidar dos meses de remuneración, es decir la suma de $ 2.678,42. 4. S.A.C. adeudados: Se reclaman a partir del 2° semestre año 2007, 1° y 2° semestre año 2008, 1° semestre año 2009 y proporcional 2° semestre 2009. El aguinaldo constituye una remuneración diferida en su pago en el tiempo, a razón de dos veces en el año, y se liquida de la misma forma a los empleados públicos como a los privados. Rige para ambos casos la ley 23.041 y su decreto 1078/84. Habiendo determinado que ha existido una relación laboral, si bien no inscripta en el R.C.T. privado, y dado que de haber sido correctamente encuadrado en el Estatuto del Empleado Público Municipal, se le hubiera liquidado, en función del principio de igualdad y no discriminación, debe hacerse lugar en la forma solicitada. Para el año 2007 se toma la remuneración de $ 1.124,31 y corresponde el 50%, esto es $ 562,15; para el 1° semestre de 2008, se toma la remuneración de $ 1.231,76 y de ella el 50%, esto es, la suma de $ 615,88; para el 2° semestre corresponde la remuneración de $ 1.339,21 y de ella el 50%, o sea, $ 669,60; idéntico monto de $ 669,60 corresponde al 1° semestre de 2009 y para el proporcional del 2° semestre, que abarca 69 días, sobre idéntica remuneración, $ 256,68 (1.339,21 : 2 : 180 X 69). Asciende el monto total por este rubro a la suma de $ 2.773,91. 5. Indemnización por vacaciones no gozadas: Las vacaciones pagadas constituyen otro derecho constitucional garantido al trabajador subordinado. Luego, ante la ruptura intempestiva es procedente su pago en forma proporcional a la fracción del año trabajada y conforme a la antigüedad registrada. Así, efectuando una analogía con los arts. 150, 155 y 156 del R.C.T., corresponde liquidar por 10 días (conforme la antigüedad computable y la altura del año en que se produce el rompimiento del vínculo): $ 1.339,21 : 25= 53,56 X 10= $ 535,68 que deben mandarse a pagar. 6. Haberes septiembre e integración mes de despido: Conforme la pericia contable, se encuentran abonados los días trabajados del mes de septiembre de 2009. En lo que respecta a la integración del mes de despido, este instituto se encuentra contemplado en el R.C.T., pero no es ésta la normativa que se aplica en autos, salvo lo parangonable analógicamente y con los fundamentos dados. En consecuencia no resulta procedente. 7. Indemnizaciones arts. 8° y 15 ley 24.013: No determinándose la existencia de una relación laboral en los términos de la L.C.T., esta normativa no resulta aplicable y por ende tampoco sus indemnizaciones. 8. Indemnización art. 2 ley 25.323: Esta sanción, que se establece para aquellos casos en que se obliga al trabajador a litigar, está determinada como un incremento de las indemnizaciones contempladas en los arts. 232, 233 y 245 L.C.T., ninguna de las cuales ha procedido en autos, más que por vía analógica. No procede por ende su aplicación. 9. Indemnización art. 80 L.C.T.: La misma está prevista para aquellos casos en que se intima al empleador a entregar el certificado de trabajo que contempla la norma y éste no lo hace en los plazos previstos. Al no ser de aplicación la normativa de la L.C.T., no resulta procedente. 10. Prestación por desempleo ley 24.013: Habiéndose determinado que no resulta aplicable esta normativa, corresponde su rechazo. 11. Asignaciones familiares: La parte actora no ha demostrado, ya que ni siquiera ha acompañado copia de la ordenanza que establece el Estatuto del Empleado Público Municipal de Balnearia, cuáles son los recaudos de procedencia allí exigidos. Amén de ello, al no ser aplicable la L.C.T., no deviene procedente exigir lo previsto en el art. 79, por lo que debe rechazarse. 12. Certificación de Servicios y Remuneraciones y Cese de servicios: Con fundamento en el art. 12 inc. g) de la ley 24.241, se reclaman estas certificaciones en su entrega. Ha quedado demostrado a través de las informativas que ningún tipo de aporte, provincial ni nacional, se le ha efectuado al actor. Cabe reiterar que la procedencia de algunos rubros de naturaleza laboral a que se hace lugar en este decisorio, no convierte en empleado en relación de dependencia al actor, por lo que no resulta procedente la certificación de servicios y remuneraciones y de cese de servicios, ya que no existe obligación de aportes y contribuciones. 13. Certificado de Trabajo: Se lo reclama con fundamento en el art. 80 L.C.T. Pese a que no resulta aplicable esta normativa, se ha determinado la existencia de un fraude (simulación) laboral, por lo que deviene exigible a la demandada que expida un certificado en donde conste el período en que el actor se desempeñó, las tareas realizadas, categoría profesional que le hubiere correspondido y remuneración. Su entrega deberá efectuarse en el plazo de diez (10) días de quedar firme la sentencia, bajo apercibimiento de imponer a la parte demandada y a favor del actor, una multa diaria (art. 666 bis del C.C.) de un (1) jus y hasta un máximo de treinta (30) días, luego de lo cual si no se hubiere cumplimentado, el Tribunal lo expedirá confeccionándolo con las constancias obrantes en la causa. 14. Sanción art. 275 L.C.T.: La parte actora solicita la aplicación de esta norma, que prevé la sanción por conducta maliciosa y temeraria del empleador. Más allá de que, se reitera, no deviene aplicable esta normativa, no se advierte la existencia de tal conducta en la demandada, máxime tratándose el ámbito público y la temática en cuestión, deficientemente reglada que da lugar a este tipo de conductas discrecionales y lindantes con lo arbitrario. 15. Plus petición inexcusable: Tampoco resulta procedente esta defensa articulada por la demandada, desde que el reclamo del actor resulta procedente por las razones brindadas, más allá de que no sea el R.C.T. que se peticiona el aplicable. Los institutos reclamados han sido debidamente fundamentados por lo que debe ser rechazado el planteo. C.9) En orden a las costas del presente, considero que no existen motivos para eximir a la demandada de ellas, desde que resulta ser la vencida en la contienda (art. 28 C.P.T.). Por otra parte la naturaleza del reclamo tampoco obra como eximente, ya que se ha obrado al margen del Estatuto del Empleado Municipal de Balnearia, transgrediéndose consecuentemente sus requisitos. Así me expido.

A mérito de lo dispuesto por el art. 63 del C.P.T.: 
RESUELVO: 


I. Hacer lugar parcialmente a la demanda incoada por Salvador Andrés Acosta en contra de la “Municipalidad de Balnearia” y en consecuencia mandar a pagar los siguientes rubros y montos: 1) Diferencia de haberes: pesos ocho mil doscientos tres con sesenta y un ctvs. ($ 8.203,61). 2) Indemnización por despido: pesos seis mil seiscientos noventa y seis con cinco ctvs. ($ 6.696,05). 3) Indemnización sustitutiva de preaviso: pesos dos mil seiscientos setenta y ocho con cuarenta y dos ctvs. ($ 2.678,42). 4) Indemnización por vacaciones no gozadas: pesos quinientos treinta y cinco con sesenta y ocho ctvs. ($ 535,68). 5) S.A.C. adeudados: pesos dos mil setecientos setenta y tres con noventa y un ctvs. ($ 2.773,91). 6) Certificado de Trabajo: Su entrega, conforme las pautas del considerando respectivo, deberá efectuarse en el plazo de diez (10) días de quedar firme la sentencia, bajo apercibimiento de imponer a la parte demandada y a favor del actor, una multa diaria (art. 666 bis del C.C.) de un (1) jus y hasta un máximo de treinta (30) días, luego de lo cual si no se hubiere cumplimentado, el Tribunal lo expedirá confeccionándolo con las constancias obrantes en la causa. Todo lo cual totaliza la suma de pesos veinte mil ochocientos ochenta y siete con sesenta y siete ctvs. ($ 20.887,67) en concepto de capital. A éste se le aplicará un interés moratorio que se calculará de la siguiente forma: desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, la tasa pasiva promedio mensual que publica el Banco Central de la República Argentina, con más un dos por ciento (2%) nominal mensual, Resolución “A” Nº 14.920 -conforme criterio sentado por el Excmo. T.S.J. en autos “Hernández Juan Carlos c/ Matricería Austral S.A. – Demanda – Rec. de Casación”, Sentencia N° 39 del 25/06/02-. La suma total de capital e intereses será abonada dentro de los cinco (5) días de quedar firme la presente sentencia.

II. Rechazar la demanda en tanto persigue el cobro de los siguientes rubros: 1) Haberes proporcionales septiembre e integración mes de despido. 2) Indemnización arts. 8° y 15 ley 24.013. 3) Sanción art. 2 ley 25.323. 4) Indemnización art. 80 L.C.T. 5) Prestación por desempleo. 6) Asignaciones familiares. 7) Certificación de Servicios y Remuneraciones y Cese de servicios. 8) Sanción art. 275 L.C.T.

Rechazar la defensa de plus petición inexcusable articulada por la parte demandada.


III. Imponer las costas a cargo de la demandada por resultar vencida (art. 28 C.P.T.). Diferir la regulación de honorarios profesionales de los letrados intervinientes, Dr. José María Bazán por la parte actora, y Dres. Oscar Rolle y Walter Caldera, en conjunto y proporción de ley, por la parte demandada, para cuando exista base definitiva, conforme lo dispuesto por los arts. 31, 36, 39, 97 y conc. de la ley 9459.


Regular los honorarios profesionales de la perito oficial (art. 49 C.A.), Cra. Patricia Rossini, en la cantidad de quince (15) jus, conforme su valor vigente al momento de su efectivo pago.


IV. Emplazar a la demandada para que cumplimente en el plazo de quince (15) días con la tasa de justicia y con los aportes a la Caja de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, art. 17 inc. a) de la ley 6468 (t.o. ley 8404), bajo apercibimiento de certificar la deuda y dar intervención a la Dirección de Servicios Administrativos del Poder Judicial y a la Caja indicada.


V. Dejar constancia que he valorado la totalidad de la prueba existente en la causa y si alguna no se menciona es por no considerarla dirimente en su resolución (art. 327 C.P.C.).


VI. Dar por reproducidas las citas legales efectuadas al tratar las cuestiones propuestas, por razones de brevedad.


Protocolícese.
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